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precisa de tal habilitación pare el cumplimiento de sus
deberes al respacto. Y. asimismo. caen por su base todas
las demás alegaciones del repnssent8nte del Gobierno
Vasco. fundadas en el supuesto vicio uItM vires atribuido
a la Disposición final primera impugnade y en las con­
secuencias qua del mismo pretende extr_ en el plano
de constitucionalidad de esa Disposición. Su rango legal
es. pues. indudebla. y también lo as que no excede de
los limites del ejercicio de la potestad legislativa delegade
establecidos en ... Consticución (en particular an el
art. 82.4l.

Esto no significa. desde luego que. como da por sen­
tado el Abogado del Estado. sin que haya mediado siqui.
ra un pronunciamiento ganeral del Legislador o de este
Tribunal al respecto. todos los articulas de la Ley de
Contratos del Estado tengan caráctar básico. Y tampoco
supone reconocer que. por razón de .."contenido. todos
los preceptos de esa Lay comprendidos·en el Real Decr.
to legislativo 931/1988 hayan de ser aceptados como
normas materialmante básicas. tal y como prescribe la
Disposición final impugnada. Ahora bien. como hemos
dicho. el Gobierno Vasco no ha recurriddo contra aqu.
IIos preceptos ni ha aducido que ninguno de ellos en
concreto carezca de un contenido susceptible de ser
considerado como básico. Por consiguiente. dedo que
el recurso se dirige estrictamente contra la referida Dis­
posición final primera. y visto que ésta no infrinl/e los
limites constitucionales de la delegación legislatIVa ni.
en consecuencia. los principios de legalidad. jerarqula
normativa y seguridad jurldice (art. 9.3 C.E.l. por no
incurrir en ultrs vires. procede desestimar el recurso de
inconstitucionalidad sin otros pronunciamientos.

e .. FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAO QUE LE CONAERE LA CoNsmuClóN
OE LA NAaON EspAAotA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de ¡nconstitucionalidad inter­
puesto por el GObierno Vasco contra la Disposición final
primera del Real Decreto Legislativo 931/ 1986. de 2
de mayo. por el que se modifica la Ley de Contratos
de Estado para adaptarla a las Directivas de la Comu­
nidad Económica Europaa.

Publlquese esta Sentencia en el «80latln Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a trece de noviembre de mil nov.
cientos noventa y dos.4'irmado.-Miguel Rodrlguez-P¡'
ñeiro y 8rav<H'errer. Luis López Guerra. Fernando Gar­
cl.Mon y GonZález.flegueral. Carlos de la Vega 8enayas.
Eugenio Dlaz Eimil. Alvaro Rodrlguez Bereijo. Vicente
Gimeno Sendra. José Gabaldón López. Julio Diego Gon­
zález Campos. Padro Cruz Villalón. Caries Viver i P¡'Sun­
yero

27978 Pleno. Sentencia 180/1992. de 18 de
noviembre de 1992. Conflictos positivos de
competencia 861/1985. 935/1988 Y
1.520/1987 (acumulados). Promovidos por
el Consejo Ejecutivo de la Generelidad de
Cataluña en relación con determinados pr.
ceptos reglamentarios sobre agencias de
transporte de mercaneias y otros extremos.
Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodrlguez-Piñero y 8rav<H'errer. Presidente.
don Luis López Guerra. don Fernando Garcl~on y Gon-

zález-Regueral. don Carlos de la Vega Venayas. don Eug.
nio Dlaz Eimil. don Alvaro Rodrlguez Bareijo. don Vicante
Gimeno Sendra. don José Gabaldón l6pez, don Julio
D~o .González Campos. don Pedro Cruz Villalón y don.
Carlas VlVer i PJ.Sunyer•.Megistrados. ha pronunciado

EN NOM8RE DEL REY
la siguiente

.SENTENCIA

En los conflictos positivos de competencia acumu­
lados núms. 851/85. 935/86. Y 1.520/87. planteados
por el Consejo Ejecutivo de la Ganaralidad de Cataluña.
representado por su Abogado don Manuel M. Vicens
Matas. contra el Gobierno de la Nación. en relación con
daterminados preceptos reglamentarios sobre agencias
de transporte de mercanclas y OUOS extremos.

. Ha intervenido el Gobierno de la Nación. representado
por el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Luis l6pez Guerra. quien expresa el parecer·
del TribuClal.

l.' Antecedentes.
,. El Consejo Ejecutivo de la Ganeralidad de Cata,

luña ha planteado tres conflictos positivos de comp.
tencia frente al Gobierno de la Nación:

al El núm. 851/85 fue interpuesto mediante escrito.
registrado en este Tribunal el 30 de noviembre de 1985.
impugnando el arto 1. apartado Al. párrafo 2.°. y el arto 4
de la Orden dal Ministro de Transportes. Turismo y Comu­
nicaciones. de 23 de mayo de 1985. sobre normalización
de situaciones en materia de agancia de transportes.
transitarios. cooperativas y otros en relación con la con­
tratación de servicios públicos discrecionales de trans-­
porte de mercencfas por carretera (<<80Ietln Oficial del
Estado» de 28 de meyol.

El conflicto fue admitido por providencia de la Sección
Tercera de 9 de octubre de 1985. El Abogado del Estado
formuló sus alegaciones. tras solicitar y obtener una
prórroga del plazo. por escrito de 21 de noviembre de
1~~ . .

bl El núm. 935/86 fue interpuasto por escrito regis­
trado el 7 de agosto de 1986. en relación con los arta. 1
y 2 del Real Decreto 668/1986. de 21 de febrero. por
al que se modifican los arts. 36. 39 y 143 al 147 del
Reglamento de Ordenación de los Transportes Mecá­
nicos por Carretera y se añaden al mismo dos nuevos
artlculos (<<80Ietln Oficial del Estado» de 9 de abril).

El conflicto fue admitido por providencia de la Sección
Cuarta de 17 de septiembre de 1986. Fue contestado
por el Abogado del Estado madiant. alegaciones escritas
de fecha 27 de octubre de 1986. El Auto de 16 de
diciembre de 1986 acordó su acum!Jlación con el con­
flicto núm. 851/85. razonando que. aunque ambos no
tienen formalmente el mismo objeto. es lo cierto que
las cuestiones planteadas guardan sustancial similitud
que permite considerarlos coma procesos conexos a los
efectos del arto 83 LOTC. y que aconsejan su acumu­
lación.

cl El núm. 1.520/1987 fue planteado mediante
eserito presentado por el Registro el 20 de noviembre
de 1987. dirigido contra la Orden del Ministro de Tran&­
portes. Turismo y Comunicaciones de 31 de julio de
1987. reguladora de las Agencias de Transporte de Mer­
canefas (<<801etln Oficial del Estado» de 7 de agosto).

El conflicto fue admitido a trámite por providencia
de la Sección Segunda de 9 de diciambre de 1987.
El Abogado del Estado formuló una única alegación por
escrito de 4 de enero de 1988. Por auto de 14 da enaro
de 1988 se acordó su acumulación con los dos ante-
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riores. dada Su conexión objetiva. asf como los tflulos
competencialas invocfdos por les pertes. .

2 El Abogado de la Generalidad de Catalulla foro
mula tres tipos de alegaciones en todos los conflictos
planteodos: Unas de caráctar preliminar. otras -les más
extensas- referidas e les agencies de transporte y las
últimas relativas a distintos extremos de les varias dis­
posiciones impugnadas.

A) Con caráct..r preliminar. le Generalidad rezona
que las Ordenes de 1985 y 1987 Y el Real Decreto
de 1986. contra los que se dirillen los conflictos acu­
mulados. han necido con vocacIón da ser aplicados y
cumplidos directamente en todo el territorio del Estedo.
tanto por el contexto de las disposiciones como por sus
perticulares daterminaciones. A través de estes normas
la Administración del Estado ha asumido Integramenté
les facultades y funciones que se regulan respecto a
les agencias de transportes y otros intermediarios de
los transportes terrestres de mercancfas. cerrando toda
posibilidad de intervención a cargo de les autoridades
euto.nómicas. Combate el argumento aducido por el
GobIerno en la contestación ar requerimiento formulado
previamentta por la Generalidad respecto al Real Decreto
666/1986. en al sentido de que habiendo sido dietado
ásta en ejercicio da le competencia exclusiva que en
materia de transportes corresponde al Estado según el
ar!. 149.1.21 C.E.. la regulación en ál contenida sólo
será de aplicación directa .a aquellos servicios de trans­
portes InclUIdos en al ámbIto de le competancia estatal;
pues. a. su modo de ver. se incurra en una petición de
pnnClplO porque es la materia la que condiciona o atrae
la "ompetencia. y no la competencia la que determina
la materia. invirtiendo los términos en qLje debe quedar
planteada la discusión competencial; sin que sea acep­
table que el exceso de regulación valga como derecho
supletorio.

B) En relación con las agencias de transporte. el
Abogado de la Generalidad subraya las diferencias que
las distinguen de los transportistas o Empresas de trans­
I?0rte;. aquállas. en su calidad de organizaciones auxi·
hares Interpuestas entre los transportistas y los usuarios,
que han de actuar forzosamente en(nombre propio.
representan ~I «aspecto estático_ del transporta. pues
son sedentarias y lo que cuenta para ellas es el local
de que han de disponer pera facturar y recibir las mero
canclas. pesarlas o repesarles' si fuere preciso. custo­
dIarlas y hacer entrega da las mismas ya al conductor
que haya de efectuar su acarreo. ya al destinatario o
consignatario. Por lo que las agencias de transporte son
obJato de una regulación diferenciada en la legislación
administrativa sobre la materia. tanto en la Ley de Ord&­
nacIón da los Transportas Mecánicos por Carratera (Ley
de 27 de diciembre de 1947. art. 49. y su Reglamento
.de 9 de dIciembre de 1949. arlS. 143 y siguientes)
como en la Ley de Ordenación de los Transportes Terra.
tres (Ley 16/19B7. de 30 de /·uliO. art. 119 y cones.
que reemplazó a aquélla). Por e contrario. los tr....spor·
listas encaman le "'aceta .dinámica- del transporte· ya
que en ell~s prevaleca los vehículos y su radio de acción.
cuya func!ón consIste en el efectivo deaplezemiento por
el temtorlo dentro del perlmetro que permite la terjeta
de que han de estar provistos. consumándOle su inter·
vención al situar la carga en elluger previsto.

De aqul se desprenden dos conclusiones. Por una
parte. que les agencias de transporte II$tén incluidas
en la meterla «lrensporte_. pues en' le amplia acepción
que ha de darse e este tármino en el merco de la Cons­
t.tuCIÓn-y del Estatuto da Autonomfa de Cetalulla hay
que comprender no solamente les prestecionll$ mat.
rlales en las que se concreta directemente. sino también
les actividades de auxilio. instrumentales o complemen-

tarias de aquéllas. Cuyas regles de competancia se con­
tienen en el ert. 9.16 EAC. en relación con los
arlS.148.1.6 y 149.1.21 C.E. Pero en segundo lugar.
y dadas las diferencies que existen entre las Empresas
de transporte y les agencies. no es posible extrapolar
a estes últimas lee fórrilulas y soluciones dispuestas pera
los transportistes. pretendiendo que le competencia
sobra ellas dapenda del eIcInce territoriel de los con­
tratos que celebre. Por lo que 11$ indiscutible le com­
petencia de Cetelu/le sobre les agencias de transporte
radicadas en el territorio de Cetalulla. PUII$ les ectiv~
dades de las agencies principia y termIna en un solo
punto del territorio y siempre en el mismo; sin perjuicio.

,claro está. de que sus coneecuencies puedan manifes­
tarse en otros luga_. dedo que el objeto de su ectividad
es precisamente der vida e contratos de trensporte. Les
competencias que el mismo art. 9.15 otorga e la Gen.
relidad en relación e los Centros de contretación y ter-
minales de carga en m8lllrie de transportes refuerzan •
todavle ~ás este posición. corno ilustra le STC 37/1981.
con dOClrlna reiterllde en les SSTC 72/1983 y 87/1985.
No se olvide que donda hev identided de r8ZÓn ha de
regir le misme regla de Derecho (ar!. 4.1 del Código
Civil).

El abogado de le Generalided concluya que dicha
Comunidad Autónoma 11$ le única que debe ostentar
competancies sobre les agencias de transporte que rad~
quen o heyan de establecerse en su temtorio. De aquf
extrae diversas consecuencias. que afectan alas distintas
normes objeto de los conflictos de competencia: a) Que
el ert. 4 de la Orden de 23 de mayo de 1985 vulnera
la competencia mencionede. el establecer que sea la
Administración Central la que otorgue a los agentes
comerciales colegiados las autorizaciones temporales
necesarias pera ebar agencias de transportes; b) La
misma vulneración se detecte en los arts. 145 y 146
del Reglamento de Ordenación de los Transportes Mecá­
nicos por Carretera de 1949. en la redaCCIón dada por
el Real Decreto ,666/1986. el atribuir el Ministerio de
Transportes. TurISmo y Comunicaciones diversas facu~
tedes sobre las agencias de transporte en todo el ámbito
nacional, relativas a IU clasificación, sus autorizaciones
y las fianzas que deben constituir; y c) Lo mismo cabe
decir de la Orden da 31 de julio de 1987. en cuanto
regula con carácter generel y s,n excapción alguna deter­
minados espectos del régimen jurfdico público de las
agencies de trensporte. .

C) Le Generalidad de Cetalulla suscita conflicto
igualmente respecto a otros aspectos de las disposicio­
nes reglamentarias impugnadas..

Entiende que la Orden de 23 de mayo de 1985. objeto
del conflicto núm. 851/86. infringe su competencia
exclusive. respetando la legislación mercantil. en materia
de cooperativas (art. 9.2 f EAC). El er!. 1. apartado A.
párrefo segundo. de le Orden _tal. al requerir de las
cooperativas de servicios de transportes que cada uno
de los socios haye aportsdo al cepitalsocial desembolsos
de cuentle no inferior a 100.000 pesetas y que dicho
capital no sea en ningún momento inferior a 700.000
pesetas. vulnera el limite máximo de cinco socios que
sellele el art. 5 de le Ley de Cetelulle 4/1983. de 9
de marzo. sobre cooperativas. y ellade un requisito de
capital mlnimo no previsto por le Ley.lguelmente vulnera
su competencia sobre transportes (er!. 9.15 EAC). al ref..
rirse el precepto a le actividad de contratación de tran...
portes de tales cooperativas.

Respecto al Real Decreto 666/1986. de 21 de febr.
ro (conflicto núm. 935/86). el órgeno que promueve
el conflicto techa de contrario e le competencia euto­
nómica sobre transportn dos de las modificaciones que
introduce en el Reglamento de Ordenación de los Trans·
portes Mecánicos por Cerretera de 1949 (RTMC). En
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primer lugar. el art. 39 RTMC reformado preceptúa la
obligación de constituir fianza. a diaposición del Director
genaral de Transportes Terreotru del Minillerio~ para
los titulares de autorizaciones de transportes discrecio­
nales. Omite cualquier referencie a 101 órganos de la
Comunidad Autónoma. a peaar de que éstoe son los
competentes sobre los transportes discrecionales que
discurran Integramente por su territorio. En segundo
lugar. la nueva redacción dada al art. 149 RTMC por
el Real Decreto 666/1986. al d.isponer con carácter
general que el Ministerio de Transportes. Turismo y
Comunicaciones dispondré de un Registro especial de
fianzas de servicios y actividades de transporte. también
está viciado de incompetancia por exceder el ámbito
delart. 149.1.21 C.E.

3. El Abogado del Estado pide que se daclare la
titularidad elletal de las competancias controvertidas.

A) SUS alegaciones acerca de las agencias de trans­
porte parten de que Iss competancias autonómicas nec&­
sitan un fundamento estatutario ($TC 1/1982. funda­
mento jurldico primero y 38/1982, fundamento juridico
segundo. que no existe en el caso de las agencias de
transporte. En primer lugar. deoteca que el propio
arto 9.15 EAC no Iss menciona expresamente. como si
hace respecto de otros elemen_ decisivos del trans­
porte terrestre como son los centros de contratación
y las terminales de carga. En segundo lugar. niega que
puedan entenderse comprendidas en la atribución sobre
los transportes terrestres qua discurran Integramente por
Cataluila; pues todas las agencias de transporte tienen
ámbito nacional. tento jurldicemente como de hecho.

Esta evidencia no puade desvirtuarse resaltando el
hecho de la radicación estática de su sade social. o cal~
ficando de pura consecuencia de hecho la actividad que
puedan realiza fuera de la Comunided. El Abogadó del
Estado resalta las diferencias que separan a las agencias
de transporte de los centros de contratación de cargas.
Aquéllas no son estáticas. como incorrectamente afirma
el promotor del conflicto. ya que las agancias son autén­
ticos organizadoras del transporte. Su función no se rea­
liza en un único lugar. pues frecuentemente son precisas
remisiones internas de la c~e entre sucurseles de la
agencia situadas en lugares dIferentes; además. si bien
el contrato con el cargador es único y se suscribe ord~

nariamente en el lugar de la carga. los contratos con
los portadores pueden ser varios. y haber sido suscritos
en despachos ubicados en otras Comunidades Autóno­
mas. Les agencias están sometides. fuera del territorio
de la Comunidad Autónoma. no solamente a las normas
de derecho privado sino también a su régimen jurld~
co-administrativo propio. Sólo una legislación unitaria
puede asegurar que no se rompa la cadena que posibilita
la recepción de las mercanclas en su destino fillal.

El criterio competencial aqul no puede ser otro que
el que aplicó la STC 72/1983 en materie de coop&­
rativas. cuyos pasajes transcribe con subrayados. Con­
gruentamente. la representación del Estado no tiene
inconveniente en reconocer la competencia de la Comu­
nidad Autónoma sobre las agencias de trensporte q\Je
operen exclusivamenta en el territorio de Cataluile; aun
cuando no existen en le actualidad egencias que limiten
su actuación a transportes intr8Comunitarios. Su exis­
tencia posiblementa no afectaria a la estructura básica
olel sistema ganeral de transportas.

8) En cuanto a la autorización automática que esta­
blece el art. l.A.2 de la Ordan de 23 de mayo 1985.
a favor de las cooperativas de trensporta en ciertos casos
y previo el cumplimiento de ciertos requisitos. el Letrado
del Estado niega que se trale de legislación en materia
de cooperativas. Nos encontramos ante una regulación
en materia de transporte. que desarrolla el art. 143 y

siguientes del Reglamento de 9 de diciembre de 1949.
y que no f89ula a les eooperativas. sino que les exige
unos determInados requisitos para que puedan intervenir
como sujetos de la actIvidad de transporte.

Por lo que a las autoriza<:iones administrativas para
la prestación de servicios públicos discrecionales se refi&­
re (arto. 39 y 149 RTMC de 1949. redectados por el
Real Decreto 666/1986. sobre fianzas y su Registro
especial). el Estado nunca ha negado la competencia
de la Generalidad. en cuanto tales servicios discurran
Inlagramente por su territorio. Sin que sea necesario
que esta competencia. expresamente reconocida en el
Estatuto de Autonomla (art. 9.15 EAC). sea ratificada
por normas estatales (STC 95/1984. fundamento ju~
dico segundo). No existe ni en la letra ni en el espiritu
del Real Decreto 666/1986 una indicación de comp&­
tancia estatal. sobre los transportes terrestres que no
transcurran por el territorio de más de uita Comunidad
Autónoma. por lo que carece de sentido el conflicto.
que es un cauce procesal reparador. no preventivo
(STC. 45/19861. .

Lo. cual no impide que los preceptos cuestionados
tengan la eficacie supletoria general propia del Derecho
estatal. que prescribe el arto 149.3 C.E. (STC 179/85.
fundamento jurfdico 2."). •

4. Por providencia de 17de marzo de 1992. dictada
en virtud del art. 84 LOTC. el Pleno concedió a las partes
el plazo común de diez dias para que dentro de él al&­
garan lo que estimaran oportuno acerca de la incidencia
que podla haber tenido la Orden Ministerial de 10 de
diciembre de 1991 (.BoIetln Oficial del Estado» del 171.
por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley de
Ordenación de los Transportes Terrestres. . •

El Abogado del Estado. mediante escrito rellistrado
el siguiente 31 de marzo. manifestó que a su Juicio la
Orden no modificaba la controversia planteada en los
conflictos de competencia. a pesar de derogar la Orden
de 31 de julio de 1987 objeto del conflicto 1.520/87.
Le nueva regulación de las agencias de transporte con­
tenide en la Orden de 1991 mantiene las competancias
estatales en términos idénticos a la de 1987. por lo
que no afecta a la controversia suscitada

El Abogado de la Generalidad de Cataluila. mediante
escrito enviado por correo certificado el 31 de marzo
de 1992 y registrado el siguiente dla 2 de abril. abundó
en el mismo sentido. Reconoció que las tres normas
reglamentarias astatales que hablan dado lugar a los
conflictos de competencia acumulados se encontraban
actualmente derD9adas; pero que la controversia com­
petencial residenCIada ante este Tribunal no habla desa­
parecido en absoluto sino que. todo lo más. habia qu&­
dado soslayada en espera del pronunciamiento jurisdic­
cional Le Ley Orgánica 5/1987. de 30 de julio. dela­
gando en las Comunidades Autónomas las facultades
del Estado sobre los transportes por carretera. minimi­
zaba en parte los aspectos prácticos de la cuestión. pero
brindaba una solución sólo aparente y transitoria. ya que
se trata del reconocimiento de que la Administración
autonómica es titular. y no delegada. de dichas com­
petencias.

Le Generalidad ailade que no debe malinterpretarse
su silancio procesal al aparecer en el «801811n Oficial
del Estado» normas estatales sobre la materia. pues
dichas normas no modifican en nade los criterios com­
petenciales que defiende el Gobierno del Estado y -cons­
ciente del elevado volumen de trabajo de este alto Tr~
bunal- ha optado por no redundar en los temas que
cabe reconducir a una misma controversia competencial.
entandiendo que la decisión adoptada en uno de allos
puede servir para dar solución a los restantes.
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6. Por providencia del 11 de noviembre de 1992.
ae acordó fijar para la deliberación y votación de la p...
sente Sentencia el díe 13 del mismo mes y allo.

11. Fundementoa jurfdlcos

1. Las controversias competenciales trabadas entre
la Generalidad de Catalulla y el Gobierno de la Nación.
qua han dado lugar al presenta proceso constitucional.
Se centran en la regulación e intervención administrativas
sobre las agencias de transporte. A este tema dediea­
remos en primar lugar nuestro análisis. posponiando las
cuestiones relativas 8 las cooperativas de transporte y
a las fianzas de los transportistas.

La controversia principel se anuda en tomo a las agen­
cias de transporte cuya sede social radica en el territorio
de Catalulla. pero que extienden su ámbito de actuación
fuera de los lindes de su Comunidad Autónoma. Se
encuentra fuera de discusión la competencia de ésta
sobre las agencias que limitan su actividad a contratar
el porte de mercancfas por itinerarios que discurren (nt.
gramente dentro del territorio cetelán. como no pOOla
ser de otra forma dado el tenor del art. 9.1 6 del Estatuto
de Autonomla de Catalulla (EACl. ydelart. 148.1.5 C.E"
y el criterio plasmado en la STC 97/1983. Tampoco
se discuten las facultades ejecutivas de le Generalidad
cuando el transporte. en cuya contratación intermedian
las egencias. tiene su origen y destino dentro de Cata­
luña, aun cuando transcurra parcialmente fuera de su
territorio (art. 11.9 EAC y STC 63/1984. fundamento
jurldico 7.ol. La polémica competencial. así delimitada.
ofrece unas peculiaridades que no pueden dejar de ser
resaltadas.

2. Las partes se muestran de acuerdo en que el
criterio de decisión lo ofrecen las reglas de competencia
en materia de transportes terrestres. De acuerdo con
el art. 9.16 EAC. y con los arta. 149.1.21 y 148.1.5
C.E" as claro que la Comunidad Autónoma ostenta com­
petencie exclusiva sobre el transporte desarrolledo lnte­
gremente en su territorio; mientras que las instituciones
generales del Estado son responsables de los transportes
terrestres que transcurran por el territorio de más de
una Comunidad Autónoma.

Se da la circunstancia de. que mediante Ley Orgánica.
dictada en virtud del art. 150.2 C.E" se ha llevado a
cabo una amplia delegación de las competencias esta­
tales a las Comunidadas Autónomas an materia de trans­
porte por carretara. Concretamente, los arta. 8 y 10 de
la Ley Orgénica 6/1987. da 30 de julio. disponen que
las autoridades autonómicas ejercen -por delegación
del Estado- todas las facultades relativas e la autor~

zación. inspección y sanción de las agencias da trans­
porte. además de otras actividades auxiliares y comple­
mentarias del transporte terrestre. con algunas exce~

ciones. Por consiguiente. en la actualidad es la Gene­
ralidad de Catalulla quien ejerce las potestades de inter­
vención administrativa sobre las agencias de transporte
domiciliadas en su territorio. con ;ndependenciadel
émbito territorial de sus actividades de intermediación
como comisionistas del transporte...Ivoen lo relativo
e las autorizaciones que conlleven el traslado del dom~
cilio de la agancia a otra Comunidad Autónoma. y las
sanciones consistentes en la retirada definitiva de la auto­
rización administrativa para el ejercicio de la actividad.
que son facultades que permanecen en menos de la
Administración del Estado.

En sagundo lugar. desde que se interpusieron los con­
flictos de competencia ha cambiado completamente la
legislación reguladora de los transportes por carretera.
La antigua Ley de Ordenación de los Tranaportes Mecá­
nicos por Carretera de t 947. y su Reglamento de 1949.
han SIdo sustituidos por la Ley de Ordenación de los

Transportes Terrestres (LOTT. Ley 16/1$87. de 30 de
juliol. y les disposiciones que la desarrollan. AsI los textos
reglamentarios que dieron lugar e los tres conflictos ecu­
muladas en este proceso no se encuentran vigentes en
la ectualidad. Concretamente. la Orden ministerial de
23 de meyo de 1985 y el Real Decreto 666/1986. de
21 de febrero. fueron derogados por el R89lamento de
Ordenación de los Transportes Terrestres (ROTT. apro­
bado por Real Decreto 1.21111990. de 28 de septiem­
bre). Y la Orden de 31 de julio de 1987 fue sustituida
por la Orden de 10 de diciembre de 1991. que desarrolla
el Reglamento de 1990 en meteria de agencias de trans­
porte de mercancfas. entre otros espectos.

La concurrencia de estos factores no ha alterado. sin
embergo. la convicción de las partes de que la contro­
versia competencial que las enfrenta sigue viva. aunque
latente. y se refiwe. por tanto esencialmente. no al ejer­
cicio de la competencia debatida. sino a su titularidad.

3. La solución que debe darse a la polémica acerca
de la intervención administrativa en las agencias de trans­
porte de émbito supraautonómico. aunque establecidas
en Catalulla. no ofrece especiales dificultades. Como
hemos afirmado en la STC 88/1988. el criterio territorial
figura como elemento esencial en el sistema constitu­
cional de distribución de competencias en materia de
transporte por carretera, Por ello. el criterio territorial
del radio de acción del transporte por carretera resulta
decisivo. de modo que la competencia reguladora de
la Comunidad Autónoma sobre tal modo de transporte
sólo cabe en la medida en que su itinerario no transcurre
más alié de su propio territorio (fundamento jurldico 3,°).
AsI lo hemos afirmado desde la inicial STC 37/1981,
fundamento jurldico 1.°4. y confirmado desde entonces
en las SSTC 97/1983. 63/1984 y 86/1988.

Desde el momento mismo en que la competencia
de la Generalidad de Cetalulla sobre las agencias de
transporte dimana del precepto de su Estatuto de Auto­
nomla que le atribuya competencia sobre el transporte
terrestre (art. 9.16 EAC). sus facultades se encuentran
sometidas al estricto marco geogréfico que traza el
núm. 21 delart. 149.1 C.E. Por lo que aquellas agencias
que llevan a cabo la contratación de transportes cuyo
punto de origen o de destino se sitúa fuera del territorio
de la Comunidad Autónoma. se encuentran sometidas
a la competencia de las instituciones generales del
Estado.

4. Ninguno de los ergumentos expuestos por la
representación del Consejo Ejecutivo da la Generalidad
para evitar la anterior conclusión pueden ser aceptados.
. Es bien cierto. en primer luger. que el mero dato de
qua la Constitución y el Estatuto de Autonomla no men­
cionen expresamente las egencias de transporte no obl~
ga a acudir a la cléusula residual del arto 149.3 C.E..
por la que corresponden el Estado las meterias no asu­
midas por los Estatutos. siendo necesario que el pro­
blema no pueda quader resuelto con los criterios inter­
pretativos ordinarios (STC 123/1984. fundamento jurf­
dico 3.°). Lo que ocurre eS que dichos critarios conducen
inexorablemente a entender que las competencias sobre
las agencias de transportes se encuentran repartidas
siguiendo las reglas que presiden la materia de los trans­
portes terrestres. Pues las actlvidedes de madiación
entre los usuarios del transporte y los transportistas. que
constituya el objeto l/pico y teservado legalmente a las
agencias de transporte (arts. 119 y 120 LOTTl. no son
más que actividades auxiliares a la prestación de los
seMcios del transporte por carretara. Por lo que. al no
existir disposición expresa en contrario. ha de seguir el
sistema de distribución de competencias dispuesto en
materia de transportes.
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5. No es 40nvincente l. equiperación entre agenéia.
de tran.porte y centro. de contrateei6n de carges que
postule le Generalidad. Los cenlrOe de informeción y dis­
tribución de cargas silWll fundall*rtlltrnente de punto

'de encuentro entre ofensntes y demand.ntes de trans­
porte. realizando funcione. de infonneción y canalización
de ofertas y damandes••in que en ningún caso puedan
participer en nombre propio en .Ia conelusión de con­
trato. de transporte (aft 124 LOm. Por el contrerio.
las allencias son comisionistas. que contretan an nombre

r.roPlo tanto con el tren.portista (frent. a quien asumen
a condición de cargador). como con el usuario (frente
a quien asume la. obligacione. Y responsabilidades d.
transportista: aft 120 LOTT. como antes el aft 49 Ley
da 27 de diciambre de 1947. y aft 159 y cones. ROTT).
y asl como el centro. mero luger qua posibilita y fomenta
la contratación. agota su. funcione. cuando el éontrato
de transporte se ha celebrado. la agencia actúa como
organizadora del transporta. y desarrolle importantes fun­
cione. en cumplimiento del contrato del que es parte.
hasta la entrega en destino de la mercanela.

Esta realidad impide. finalmante. aceptar que los loce­
les donde la. agencias ejercen .u. aC1ividades auxiliares
del transporte se identifiquen con la localidad donde
radica su sede social, cQmo presuponen las demandas
que promovieron los conflicto. d. competencia. E••uf~
ciente con observar que la. agencies involucradas en
transporte. de ámbi10 .up.....tonómico disponen de
sucurseles y de locale. en el territorio de vanas Comu­
nidades Autónomas. donde llevan a cabo aC1ividades
de mediación contraC1ual y operacione. de recepción
y entr"lla de.mercanela•• e ineluso actividades comple­
mentanas tale. como la manipulación. grupaje. clasif~
cación. embalaje o distribución de las marcanclas
acarreadas.

6. Además de la controversia acerca de las agencias
de transporte. la Generalidad de Catalulla hace referencia
a otros dos temas: la reglamentación de 13S cooperativas
de transportistas. y lo relativo a las fianzas de servicios
y aC1ividades de transporta. Ceda uno de ellos suscita
cuestiones diferentes.

El precepto reglamentario del Estado que ha hecho
nacer el confliC1o con la Generalidad excluye del régimen
ordinario de agencias a las cooperativas de servicios
de transporta cuyo capital social cumple determinados
requisitos (art. 1.A.2 de le Orden ministerial de 23 de
mayo de 1985. hoy sustituido por le reguleción del aft
53 ROTT). No es convincente le afirmeción de que esa
previsión infringe la competencia de la Comunidad Autó­
noma sobre cooperativas (art. 9.21 EAC). Pues resulta
evidente que la nonna estatal no '.*l!ule ni la constitución
ni otros aspectos propio. del ~Imen jurídico de las
cooperativas (como sf hacia la Ley vesca. 1/1982. de
11 de febrero.. que fue objeto de la STC 72/1983. de
29 de julio. o como hece la lay catalana 4/1983. de
9 de marzo). Se limita a delinir los requisitos que deben
cumplir aquellas cooperaliva. formade. por transportis­
tas. que realicen actividades de madiación en la con·
tratación de carllas para.•u. socios. para no quedar
sometida. al rég,men común de la. agencias de trans­
porte. (arto. 1f9.2 y 61 LOTT). lo cual se adecúa a
la competencia en materia de «transportes«•.asignada
al Estado. y no a la relativa a .cooperativa... propia
da la Generalidad d. Catalulla.

7. La Generalidad aduce que. en cualquier caso. el
tenor de la reglamenteción estatal sobre cooperativas
de transporte no r_ta su competencia sobre los trans­
portes por carretera que discurren rntegramente por su
territorio. y que se encuentran confiados a su compe­
tencia exclusiva (aft 9.16 EAC). El reproche es idéntico
al que se aduce contra la. di.posiciones estatale. que

rigen las fianza. qua deben mantener quienes se dedican
a prestar .ervicios y aetividedes de transporte (Real
Decreto 868/1988. hoy derogado por er Regramento
de OrdenaciÓn de los Transporte. Terrestre. de 1990.
cuyo arto 51 regula ahora el temal. Y tanto uno como
otro de tales reproches resultan de todo punto inade­
cuados pera suatentar un confliC1O de competancias.

En afee1o. e.te Tribunal ya ha indicado que «el Gobier­
no de la Nación. en el ejercicio de sus competencias
reglamentarias en el ámbito territorial que le correspon­
da. no viene obligado constitucionalmente a reservar.
madiante una c1áu.ula d. salvelluardia. las competencias
que puadan tener las ComunIdades Autónomas en la
re.pectiva materia. (STC 96/1984. fundamento jurídico
2."). y en le STC 97/1983. fundamento jurídico 4." re­
chazamos la impugnación que. en ..ntido inverso•.el
A~do del Estado habra dirigido contra une Orden
del rtamento de Transportas del Par. Vasco. ele­
vando as tarifas de unos servicios de transporte.de corto
recorrido. reprochándole ambigüadad por no indicar que
su. di.po.icion.. se celllan a los transportes de su com­
petencIa. lo mismo entonces que ahora. el Tribunal es~
ma que no debe hacer pronunciamiento alguno acerca
del alcanca de los preceptos que han dado lugar al con­
flicto de competencias que. en cuanto proceso ante este
Tribunal Constitucional. ofrece un cauce reparador. no
preventivo. de transgre.iones al orden constItucional de
competencias (arta. 82. 63.1 y 66 LOTC. y SSTC
87/1983. fundamentOj'urrdico 3.". 166/1987. funde­
mento jurídico 2.°. y 76 1991. fundamanto jurídico 2.°).

FALLO

. En atención a tódo lo expuesto.·el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONCIERE LA CoNSTITUCiÓN
DE LA NAClON ESpMoLA

Ha decidido

1.° Declarar Que la titularidad de las competencias
controvertidas sobre ageneias de transporte correspon­
de al Estado.

2.° Declerar que la disposición impugnada sobre
cooperativas de transporte no vulnera la competencia
de la Generalidad de Cataluña en materia de coope­
rativas.

3.° Declarar que no ha lugar a pronunciarse sobre
los restantes extremos de los presentes conflictos de
competencia. .

Publiquese esta Sentencia en el «Boletrn Oficial del
E.tado•.

Dada en Madrid a dieciséis de noviembre de mil nove­
ciento. noventa y dos. Firmado: Miguel Rodríguez-Pillero
y BraverFerrer.-Luis López Guerra.-Farnando Gar­
cra-Mon y Gonz6lez.Ravueral.-earlos de la Vega Bena­
yas.-Eugenio Díez Eimd.-Alvaro Rodriguez 8ereíjo.-V~
cente Gimeno Sendra.-José Gabaldón López.-Julio Die­
go GonZález Campos.-Pedro Cruz Villalón.-earles Viver
i P~Sunyar.-Rubncado.

Voto particular parcielmente discrepante que formula el
Magistrado don Julio D. González Campos en la Sen­
tencia reca(da en los conflictos positivos de campatencia
acumulados núms. 85111985. 93511986 Y
1.52011987. alque se adhÍ8r. al Magistrado don Caries

Viver i p;.sunyar

1. la discrepencia .. refiere al apartado 1." del fallo .
y a los fundamentos jurrdicos en los que se aborda el
ten¡a de le terri10rialidad como Umite de las competen­
cias deles Comunidades AlJtónomas. En particular. por
con.iderar le Sentencia que .aquellas agencia. (de trans
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Madrid. diecinueve de noviembre de mil novecientos
noventa y dos.-Firmado; Julio Oiago González Cam­
pos,-earles Viver i P~unyer,-Rubricado.

tratos de madiación. Y ello implica. por consiguiente.
que la competencia controvertida en el presente litigio
constitucional deba corresponder a la Comunidad Autó­
noma donde se halla la «agencia central» o del principal
establecimiento de las agencias de transporta da mero
canclas.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Miguel Rodriguez-Piñero y 8ravo-ferrer. Presidente;
don Luis López Guerra. don Fernando García-Mon y Gon­
zález-Regueral. don Carlos de la Vega Senayas. don Euge­
nio Oíaz Eimil. don Alvaro Rodríguez 8ereiío. don Vicente
Gimeno Sendra. don José Gabaldón López. don Rafael
'de Mendizábal Allende. don Julio Diego González'Cam­
pos. don Pedro Cruz Villalón y don Caries Viver i P~Sun­
ver. Magistrados. he pronunciado '

4. Es de sellalar. por último. qua esta conclusión
es más conforme con la jurisprudencia de este Tribunal
en relación con centros de contratación de cargas en
el transporte terrestre de mercanclas (STC 37/1981).
actividades ,de las cooperativas (SSTC 72/1983.
44/1984 y 165/1985) y de las Cajas de Ahorro (SSTC
48/1988 y 19/1988), De esta jurisprudencia. en efecto
se desprenden al menos tres criterios \lenerales que son
relevantes en el :presente 'caso; En primer lugar. que la
limitación territorial de las competencias de las Comu­
nidades Autónomes no implica en modo alguno que sus
actos puedan producir consecuencias de hecho en otros
lugares del territorio nacional. pues «la unidad política.
jurldica. económica y SOCial de España Impide su diVISión
en compartimentos estancos»; de manera que la priva­
ción de la posibilidad de actuar más allá de sus limites
territoriales ccequivaldrra necesa~iamente a priv~rles. p"ura
y simplemente. de toda capaCidad de actuación» (STC
3/1981). Lo que aconseja que el limite territorial. dados
estos presupuestos. ha de interpretarse «con la flexibi­
lidad necesaria para no vaciar de contenido las com­
petencias comunitarias» (SSTC 44/1984 y 165/1985),
Sagundo; que el criterio de la localización de la sede
social de la emprese es el habitualmente retenido para
delimitar la competencie de la Comunidad Autónoma
por razón del territorio (SSTC 3/1981. 72/1983 y
165/1985), Por último. que la dimensión territorial de
las competencias comunitarias no afecta a las relacic:mes
jurídicas que las empresas radicadas en una Comumdad
Autónoma establezcan con terceros en otra Comunidad
ni a la eventual proyección extraterritorial de esas rela­
ciones (SSrC 37/1981. 72/1983. 4411984 Y
165/1985); aspecto éste que concurre enteramente en
el caso da las agencias de transporte de mercancías.
como antes se ha dicho.

Pleno, Sentencia 181/1992, de 16 de
noviBmbrB. Conflicto positivo da competencia
16/1986, Promovido por el Gobierno de la
Nación en relación con le Orden da 12 de
egemo da 1985. del Departamento de indus­
tria y Energía delCon_jo Ejecutivo de la Gene­
ralidad de Catalufle. sobre normes técnicas
a cumplir por los vehlculos dedicados al trans-
porte de menores. .
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porte) que llevan a cabo la contra18Ción de trensportes
cuyo punto de origen o de51ino se sitúa fuera del territorio
de la Comunidad Autónoma. se encuenlran sometidas
a la competencia de las instituciones generales del Esta­
do» (fundamentojurldico 3.0).

2. Es de observar. en primer lugar. que esta con­
clusión se alcanza mediante una exten.ión finalista de
la competencia estatal sobre .transportes tarrestres».
proyectándola injustificadamente sobra las .agencies de
transporte». La formulación misma de la competencia
estatal sobre tran.portes terre51ras en el arto t 49.1.21
C.E. (.que transcurran por el termorio de más de una
comunidad») claramente revela que el epoderamiento
competencial del Estado tiene como objeto especifico
la actividad de traslado o desplazamiento de personas
o cosas cuando ésta se lleve e cabo por ciertes empresas
-la. de transporte- en un ámbito especiel determinado;
el territorio de do. o más Comunidades Autónomas
(SSTC 37/1981. 97/1983 y 86/1988). Ahora bien. este
criterio territorial del arto 149.1.21 C.E. -.1 igual que
al contrario del arto 148.1 C.E. respecto a las Comu­
nidades Autónomas- está cincunscrito a la concreta act~

vidad de las empresas de transporte, Las empresas que
operan como «agencias de transporte», en cambio. son
simples mediadoras entre usuarios y transportis1as a tra­
vés de una actividad de contratación con aquéllos y
éstos. como reconoce el fundamento jurldico 5.0 de la
Sentencia. Se trata. pues. de una actividad auxiliar o
esociada al transporte. en atención al objeto de los con­
tratos en que las agencias participan; pero es obvio tam­
bién. en contrapertida. que el ámbito material de esa
actividad se limita a la contratación del transporte entre
transportistas y usuarios. Por lo que es injustificado
seguir .el sistema de distribución de competencias en
meteria de transportes» (fundamento juridico 4.0 de la
Sentencia) en relación con las agencias que llevan sólo
una actividad meramente auxiliar en dicha materia.

3, Si las agencias de tran.porte de mercanclas se
caracterizan por su actividad de contratación (como cla­
ramente se determina en el articulo 1 de la Ordan de
31 de julio de 1987). aun referida especlficamente al
transporte. a los fines del presente-conflicto de com­
petencia. e. irrelevante 'tanto que estas empresas
desarrollen ciertas funciones en relación con el cum­
plimiento de los contratos hesta la entrega en destino
de la mercancla en otra Comunidad Autónoma como
que dispongan de "\lencias sucursales» en el territorio
de dos o más Comumdades Autónomas o .e concierten
con agencias radicadas en una distinta Comunidad
(art. 2 de la citada Orden ministerial), Ni posea just~
ficación alguna el diltinguir a los mismos fines entre
contratos de transporte con~dos por les agencias
en los q... el origen y destino ele la.......cancla. transo
portadaa se halla dentro da una misma Comunidad Autó­
noma o. por el contrerio. existe una disper.ión del origen
y destino entre diferentes Comunidades, Pues en uno
y otro caso. el criterio territorial aplicable al transporte
ex art, 149,1.21 C.E.. se extiende artificialmente a los
contretos que definen o carecterizan la actividad de las
agencias.

Por consiguiente. lo decisivo en el presente caso es
la localización de las agencias de transportes de mer­
canclas en una determinada Comunidad Autónoma;
aquella donde se halla su .agencia central» según la
expresión utilizada por la Orden minis1arial de 31 de
julio de 1991. o. si se quiere. su es1ablecimiento prin­
cipal. Es alll. en efecto. donde se lleva a cabo le actiVidad

, de contratación en que consiste su función madiadora
o auxiliar dal transporte y. por tanto. el lugar donde astá
situado al principal establecimiento de la persona que
debe realizar la «prestación caractarlstica» de dichos con-


